Acción de tutela de primera instancia 
Radicación  66001 22 04 003 2020 00098 00
Accionante: Alexander Rendón Largo 
Accionada: J1epms de Pereira y otros
Asunto: Concede amparo

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS DATA / GARANTIZA LOS DERECHOS AL BUEN BOMBRE Y LA INTIMIDAD / CARACTERÍSTICAS QUE DIFERENCIAN ESTOS DERECHOS FUNDAMENTALES / PRINCIPIO DE CERTEZA O VERACIDAD.
La Constitución Política de 1991, en su artículo 15, consagra los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que: “el habeas data ha sido reconocido  como un derecho fundamental autónomo, que además sirve como una garantía para la realización de otros derechos igualmente importantes, tales como la intimidad, el buen nombre y el libre desarrollo de la personalidad…”
Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos: 

“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos…”
Conforme al principio de certeza o veracidad, la Procuraduría General de la Nación está obligada a manejar información veraz, es decir, los datos deben corresponder a situaciones reales y su contenido debe ser completo, exacto y actualizado. Por lo tanto, como la información registrada en la base de datos de la entidad fuera o no real, ante la reclamación del actor, estaba obligada a verificar su veracidad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de julio de dos mil veinte (2020)
Aprobado por Acta No.539
Hora: 2:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor ALEXÁNDER RENDÓN LARGO en contra de la Procuraduría General de la Nación y los Juzgados 2º Penal Municipal de Conocimiento y 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de Pereira, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al trabajo, buen nombre, honra y habeas data.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. El señor Alexander Rendón Largo fundó la protección de sus derechos fundamentales en los siguientes hechos:
· El 3 de octubre de 2003 fue requerido por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira con el fin de cumplir una condena de 40 meses de prisión por el delito de hurto calificado y agravado, siendo conducido al Juzgado Primero de Ejecución de Penal y Medidas de Seguridad de Pereira y allí fue notificado que el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira había emitido condena por el delito de hurto calificado y agravado contra el señor Alexánder Rendón Largo, mayor de edad y vecino de Cali, identificado con cédula de ciudadanía No 94.594.035, dentro del proceso radicado 2002-01315.
· Debido a que había sido víctima de suplantación y una vez efectuado el proceso de dactiloscopia, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas de Pereira profirió el auto de 6 de octubre de 2003 en el que declaró la suplantación.

· Mediante el oficio N° 977 del 9 de octubre del año 2003, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira notificó a la Procuraduría General de la Nación la cancelación de todas las anotaciones expedidas con ocasión a dicho proceso.
· En noviembre de 2019, el actor inició el proceso de vinculación ante la Fiscalía General de la Nación en el cual es indispensable presentar el certificado de antecedentes que expide la página web de la procuraduría y donde aparece una “INHABILIDAD PERMANENTE” en su contra, vulnerando su derecho al trabajo.
· Mediante oficio No. CGS 5875 – EAST de diciembre 27 de 2019, la Procuraduría General de la Nación dio respuesta al requerimiento E-2019-759557, señalando que no es posible borrar la anotación en el Sistema de Información SIRI, toda vez que el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira no ha reportado decisión que modifique la información del sistema.
· El Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio de Pereira, el 12 de marzo de 2020, remitió su solicitud de corrección de antecedentes ante la Procuraduría al Juzgado Primero de Ejecución de Penal y Medidas de Seguridad de Pereira, indicando que “este juzgado anteriormente se denominaba Juzgado Sexto Penal Municipal y fue convertido al Juzgado Segundo Penal Municipal”.
· El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con oficio de enero 28 de 2020, informó que el expediente No. 2002-01315, fue devuelto al Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, mediante oficio No. 209 de enero 28 de 2020.
· Luego de 16 años, no ha sido posible que la Procuraduría General de la Nación de cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, como tampoco que el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, informe a la Procuraduría General de la Nación la cancelación de cualquier tipo de anotación existente en razón del proceso No. 2002-01315.

En el acápite de pretensiones, el accionante relacionó las siguientes: i) tutelar sus derechos fundamentales al trabajo, buen nombre, honra y habeas data; ii) ordenar al Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira o a quien custodie el expediente 2002-01315, delito Hurto Calificado y Agravado, condenado ALEXÁNDER RENDÓN LARGO, a informar a todas las autoridades competentes la suplantación de la que fue víctima y en consecuencia se revoque la sentencia condenatoria que existe en su contra y iii) ordenar a la Procuraduría General de la Nación realice la actualización inmediata de sus antecedentes en el sistema de información SIRI.   
Igualmente, solicitó una medida cautelar con el fin de evitar un perjuicio irremediable como lo es, ser expulsado del proceso de vinculación laboral a la Fiscalía General de la Nación, ordenando lo siguiente a la Procuraduría General de la Nación:  i) que registre en el Sistema de Información SIRI el oficio N° 977 fechado el 9 de octubre del año 2003, expedido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y ii) expida el Certificado Especial de Antecedentes Disciplinarios con el fin de continuar su proceso de vinculación a la Fiscalía General de la Nación.
2.2. Mediante auto del 3 de julio de 2020, se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a las autoridades accionadas, se dispuso vincular al trámite a la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol DIJIN de Bogotá.  No se decretó la medida provisional solicitada por el accionante.
2.3.  Mediante auto del 13 de julio de 2020, se dispuso correr traslado del escrito enviado por el señor Rendón Largo en el que informó que el número correcto de su cédula de ciudanía es el corrigió el número de su cédula es el   94.524.035 y no como erróneamente había quedado en la demanda de tutela (N° 94.594.035). 

2.4.  Luego de recibir respuesta a la demanda de tutela por parte del Juzgado 2º Penal Municipal de Conocimiento de esta ciudad, mediante auto del 15 de julio de 2020 se ordenó la vinculación del Juez Coordinador del Centro de Servicios Judiciales y del Juzgado 3º Penal Municipal de Conocimiento de Pereira.

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN

Explicó que la función de registro de las sanciones penales, disciplinarias, las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de pérdida de investidura y de las condenas proferidas contra servidores y exservidores públicos y particulares que desempeñen funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición que adelanta la Procuraduría General de la Nación, se lleva a cabo conforme lo señalado en el artículo 174 de la Ley 734 de 2002, el cual señala que la certificación de antecedentes deberá contener las anotaciones de las providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.
Señaló que la Resolución Interna N° 461 de 2016 relaciona las clases de certificados: a) “El certificado de antecedentes Ordinario. (…) y b) El certificado de antecedentes Especial deberá tener el mismo contenido del ordinario más la anotación de las inhabilidades intemporales previstas para determinados cargos en la Constitución Política y las leyes vigentes a la fecha de su expedición. El Certificado de antecedentes especial se expedirá exclusivamente para certificar la ausencia de inhabilidades cuando la Constitución Política y las leyes lo exijan como requisito para el ejercicio de funciones públicas o el desempeño de cargos debidamente regulados por la administración pública”.
Aclaró que a la PGN únicamente le compete adelantar los trámites administrativos para el registro de las decisiones judiciales y demás reportes que se hagan por parte de las autoridades que cuenten con funciones de carácter disciplinario y judicial, es decir, que se está en estricto cumplimiento de un deber legal (Ley 734 de 2002, artículo 174) de lo contrario se estaría en evidente contraposición de lo regulado en el artículo 121 de la Constitución Política. 
En el caso en concreto, el Grupo SIRI informó a la PGN que ninguna autoridad judicial a la fecha, y específicamente, el Juzgado 2° Penal Municipal de Pereira, le ha comunicado que deje sin efectos jurídicos la sentencia condenatoria impuesta al señor Alexander Rendón Largo, identificado con la CC. 94524035, o en su defecto, reporte sobre la aclaración de la plena identificación del condenado.
Indicó que a la petición del actor en donde solicitaba la actualización de sus antecedentes disciplinarios, fue atendido a través de los oficios CGS 5875 y 5876 del 27 de diciembre de 2019, por medio de los cuales se indicó que la autoridad judicial no había reportado la plena identificación del condenado del registro, y que en virtud a ello, se había elevado un requerimiento al despacho para la respectiva aclaración.  Sin embargo, como a la fecha no se ha recibido ningún tipo de reporte con relación al accionante y la suplantación a la que él hace referencia, no es posible que el Grupo SIRI pueda generar la desanotación reclamada, pues se insiste, a la luz del precepto normativo enunciado en párrafos precedentes, la entidad únicamente es receptora de la información que las autoridades competentes informen: anotación, modificación o eliminación. 
Precisó que esta situación acarrea que en el certificado de antecedentes disciplinarios de tipo especial, se visualice la anotación de inhabilidad especial para el desempeño de algún cargo en la Fiscalía General de la Nación, pues en virtud de lo dispuesto en el literal e) del artículo 10° de la Resolución 1501 de 2005, no podrán ser designados ni desempeñar cargo o empleo en dicho estamento “Quienes hayan sido declarados responsables de la comisión de cualquier hecho punible, excepto por delitos culposos”.  

Por lo tanto, consideró que no se han vulnerado derechos fundamentales al actor y en ese sentido, solicitó desestimar todas y cada una de las pretensiones invocadas por el accionante donde pueda resultar afectada la Procuraduría General de la Nación ante la configuración de una falta legitimación en la causa por pasiva frente a la causa principal de la tutela.
Allegó con la respuesta copia de los siguientes documentos: i) informe remitido por la Coordinación del Grupo SIRI, ii) certificado de Antecedentes Disciplinarios del accionante, iii) requerimiento elevado al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, iv) respuesta suministrada al accionante y v) soportes de envío y comunicación de los oficios por correo electrónico.
3.2.  JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA
Informó que consultada la base de datos interna de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad en “exel”, se advierte que esa sede judicial vigiló pena en contra de persona que dijo llamarse ALEXANDER RENDÓN LARGO, condenada por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento por el delito de hurto calificado y agravado, con radicado interno  Nº 2002-1315, sin más datos, en el que se decretó la extinción de la pena el 9 de octubre de 2007, según consta en el mencionado archivo. 

Aclaró que conforme a las pretensiones del actor, en las competencias de los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad reguladas en el artículo 38 del CPP no se encuentran las de registrar las anotaciones de los antecedentes penales de las personas condenadas; por lo tanto, consideró que existe una falta de legitimación en la causa por pasiva, como quiera no le corresponde resolver la solicitud del afectado y en tal virtud, solicitó que no sean tutelados los derechos fundamentales del actor, respecto del estrado judicial del que soy titular. 

De otro lado, indicó que en el proceso seguido en contra de la persona que dijo llamarse ALEXANDER RENDON LARGO, ese despacho decretó la prescripción de la pena.
3.3. JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL CON FUNCION DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA 

Informó que revisados los libros radicadores que tramita ese despacho y consultada la base de datos de procesos ingresados, al igual que el aplicativo Siglo XXI, no se logró encontrar proceso alguno en el que ese juzgado hubiera avocado conocimiento y donde figure el señor ALEXÁNDER RENDON LARGO, en calidad de procesado. 

Precisó que para la fecha en que el actor dice haber sido capturado, regía el Código de Procedimiento Penal establecido por la Ley 600 de 2000, y este juzgado no había sido incorporado al Sistema Acusatorio Penal, el que para esa época se denominaba Juzgado Sexto Penal Municipal (Causas Antiguas). 

Aclaró que con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, a partir del 1º de enero de 2005, el archivo de los entonces Juzgados Primero, Segundo, Octavo y Noveno Penales Municipales, pasaron al Juzgado Sexto Penal Municipal y el archivo de los demás Juzgados Tercero, Cuarto, Quinto y Séptimo Penales Municipales fueron remitidos al Juzgado Tercero Penal Municipal.
Indicó que a partir del día 14 de noviembre de 2006, el Juzgado Sexto Penal Municipal (Causas Antiguas) fue incorporado al Sistema Penal Acusatorio como Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Conocimiento, según lo dispuesto por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en su Acuerdo No. PSAA06-3695 de 2006.

Explicó que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo No. PSAA07-4174 de 2007, en su artículo 2° ordenó que el archivo de los Juzgados Primero, Segundo, Sexto, Octavo y Noveno Penales Municipales de Pereira, que estaban a cargo del Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento de Pereira pasaría a cargo del Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, a partir del 10 de octubre de 2007. Luego se tuvo conocimiento que recientemente, todos los procesos tramitados por los Juzgados Penales Municipales, bajo la égida de la Ley 600 de 2000, fueron enviados al Centro de Servicios Judiciales. 

Solicitó vincular al trámite tutelar al Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio.

Adjuntó copia de los Acuerdos PSAA06-3695 de 2006 y PSAA07-4174 DE 2007.

3.4. POLICÍA METROPOLITANA DE PEREIRA –MEPER

Indicó que verificado el estado de los registros y/o anotaciones  que pudiesen registrar en contra del señor RENDON LARGO en el Sistema de Antecedentes de la Policía Nacional, se  estableció que el cupo numérico de la cedula de ciudadanía N°94.594.035 aportada por el tutelante en su escrito, no correspondía a sus  nombre  y  apellidos, por lo que se realizó la búsqueda en el módulo de registraduría del sistema SIOPER 2.0 estableciendo que el verdadero número de identificación el cual corresponde al N° 94.524.035 y con ello, se realizó consulta en  el módulo de antecedentes de la Policía Nacional con el fin de verificar si en contra del referido ciudadano se encontraba algún registro vigente que pudiese estar afectando los derechos fundamentales que alude se encuentran vulnerando, encontrando que los registros que en su momento fueron ordenados por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, bajo la radicación N° 20020063 por el punible de hurto calificado y agravado, se encuentran debidamente cancelados y  actualizados,  en  atención  a  la suplantación de la cual fue víctima el hoy accionante.

Explicó que la Policía Nacional no es la dueña de la información, solo la administra, así las cosas, no está facultada para corregir, modificar, cancelar, actualizar o insertar registros delictivos, sino en virtud de orden expresa de autoridad judicial competente, conforme a la Constitución Política y a la Ley. Por lo tanto, solicitó desvincular de la presente acción a la Policía Nacional — Dirección de Investigación Criminal e Interpol — Grupo de Análisis y Administración de Información Criminal, toda vez no se encuentra vulnerando los derechos fundamentales del accionante, toda vez que la base de datos que administra la Policía Nacional, solo puede ser modificada con las providencias que son proferidas y allegadas por la autoridad competente, coadyuvando así a la administración de justicia, en cumplimiento al principio de colaboración armónica entre órganos del Estado para la consecución de los fines estatales (artículo 113 de la Constitución Política), generándose de esta manera un hecho superado.

Anexa en la respuesta los “pantallazos” del registro del accionante en la Policía y en la Procuraduría.
3.5. COORDINACION DEL CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE PEREIRA 

Informó que verificado el registro de solicitudes y derechos de petición que ingresan a esa dependencia, se pudo constatar que el Secretario del Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Conocimiento de esta ciudad a través de oficio Nº 558 calendado marzo 12 de 2020, dispuso correr traslado al Centro de Servicios Administrativos Judiciales SPA la petición del ciudadano ALEXÁNDER RENDÓN LARGO, que les fue remitida del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira; en concordancia a lo dispuesto por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda a través de Acuerdo Nº CSJRIA19-42 calendado junio 13 de 2019.

Una vez recibida la solicitud el día viernes 13 de marzo de 2020, se procedió a la elaboración de la respuesta, la cual fuera suscrita el día 17 de marzo (martes) para la entrega de la misma, mediante el oficio Nro. C.S.A.-SPA/PE/20- 230 corriendo traslado de la petición a la Jueza Coordinadora del CSAJ del SPA quien funge como Jueza 7º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de ésta ciudad, quien tiene a cargo, por disposición del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda la guarda, custodia y administración de los procesos de la Ley 600 de 2000, como se determinó en el Acuerdo CSJRIA19-42 del 13 de junio de 2019.

Sin embargo, dada la orden del Consejo Superior de la Judicatura, de la suspensión de términos judiciales y administrativos por la emergencia sanitaria de COVID 19, se dispuso el cierre de todos los despachos judiciales y dependencias administrativas, quedando firmado el oficio de respuesta y traslado correspondiente. Con relación a los demás hechos señalados por el accionante en la demanda de tutela, ninguna manifestación se hace respecto. 
Solicitó la desvinculación Centro de Servicios Administrativos Judiciales del Sistema Penal Acusatorio del trámite tutelar.

3.6. JUZGADO 3º PENAL MUNICIPAL CON FUNCION DE CONOCIMIENTO

Informó que ese Juzgado ya no tiene a su cargo el archivo de los procesos de Ley 600 de 2000, toda vez que el Consejo Seccional de la Judicatura mediante el acuerdo N° CS-JRIA 19-42 del 13 de junio de 2019, asignó las funciones de tramitar todas las peticiones sobre dichos procesos o expedientes, al Juzgado Coordinador del Centro de Servicios Judiciales de Pereira, valga decir actualmente, Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira. 

3.7. JUZGADO COORDINADOR DEL CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES

Mediante Acuerdo Nº CSJRIA19-42 del 13 de junio de 2019, suscrito por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, a este despacho en calidad de Coordinador del Centro de Servicios Judiciales y Administrativos del Sistema Penal Acusatorio le fue asignada la competencia para atender las solicitudes y/o reclamaciones que se efectúen sobre los procesos penales de competencia de los extintos Juzgados Penales Municipales de Pereira (sistema escritural y Ley 600 de 2000), y en el mismo se precisó que la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, a través de la Oficina Judicial tiene a su cargo la guarda, custodia y administración de los archivos.   

Con base en lo anterior, con los datos suministrados por el señor RENDÓN LARGO identificado con la cédula de ciudadanía No.94.594.035 se pudo verificar la base de datos denominada “TATIS” que fue entregada por la Administración Judicial, y se encontró información correspondiente al referido ciudadano dentro del caso penal con radicado No. 660014004002200200063 Delito: HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO, Caja: 22199, por lo que de forma inmediata se procedió a solicitar mediante correo electrónico la entrega de dicho proceso a Carlos Arturo Cuellar de Administración Judicial quien brindó respuesta en la cual manifestó inicialmente que el día de hoy se haría entrega del mismo, pero de forma posterior indicó que el proceso se encuentra en Dosquebradas en Iron Mountain y fue solicitado el día de hoy a las 8:00 de la mañana con la orden número – 252135349, por lo que se estima que sería entregado el 16 de julio de 2020 debido a inconvenientes logísticos de transporte.
Precisó que no cuenta con los elementos necesarios para brindar una respuesta de fondo a la vinculación de tutela, pues solo se tiene la información allegada en la base de datos y la respuesta que se adjunta del delegado de administración judicial para la entrega de procesos.  Además, por cuanto se trata del desarchivo de un proceso bastante antiguo, que conlleva un procedimiento como el que se adelanta de solicitud a la Administración Judicial, tarea que es necesario adelantar para contar con el expediente y así responder de forma clara y concreta.   De esta manera explicó el motivo por el cual se allega respuesta parcial dentro del término conferido, con el compromiso de que una vez sea entregado a este despacho el proceso se remitirá toda la información pertinente.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA
4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.
4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.
4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades accionadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Alexánder Rendón Largo por el hecho de que en las bases de datos de la Procuraduría General de la Nación registra un antecedente que le impide acceder a un cargo público.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.   Subsidiariedad
 
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. “La subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues la acción de tutela no puede desplazar los mecanismos judiciales previstos en la regulación ordinaria.”

4.6.  Inmediatez
La jurisprudencia ha considerado que debe existir un término razonable, posterior a la ocurrencia de los hechos para que los ciudadanos recurran a la tutela como mecanismo para garantizar la protección inmediata de sus derechos fundamentales.  
4.7.  De acuerdo con lo acabado de relacionar, esta Sala encuentra que  el asunto puesto en conocimiento es de relevancia constitucional, se dan los requisitos de procedencia de la acción constitucional, toda vez que el actor no cuenta con otro mecanismo judicial diferente para que sea cancelado el registro en la base de datos de la Procuraduría General de la Nación.  De tal manera, que se pasará a estudiar el caso en concreto. 
4.8. La Constitución Política de 1991, en su artículo 15, consagra los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que: “el habeas data ha sido reconocido  como un derecho fundamental autónomo, que además sirve como una garantía para la realización de otros derechos igualmente importantes, tales como la intimidad, el buen nombre y el libre desarrollo de la personalidad. Lo anterior, teniendo en cuenta que el objeto de protección de este derecho recae sobre información personal contenida en bases de datos que son administradas por entidades privadas y públicas. A pesar de que la jurisprudencia de la Corte ha sido disímil respecto a qué tipo de información es susceptible de ser conocida, actualizada y rectificada, después del 2002, esta Corporación reconoció que el derecho de información comprende cualquier tipo de datos susceptibles de difusión y que sea considerada como información personal”

4.8.1. Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos: 
“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos”
 (Subrayado fuera de texto)

El derecho al buen nombre puede definirse como la reputación o fama de una persona, esto es, como el concepto que el conglomerado social se forma de ella. Así, constituye un derecho de raigambre fundamental y un elemento valioso dentro del patrimonio moral y social, a la vez que es un factor intrínseco de la dignidad humana. Respecto de él, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que el derecho al buen nombre se encuentra ligado a los actos que realice una persona, de manera que a través de éstos, el conglomerado social se forma un juicio de valor sobre la real dimensión de bondades, virtudes y defectos del individuo”
. 
Tal derecho se estima vulnerado “cuando se difunde información falsa o errónea sobre las personas, de tal suerte que se distorsione la imagen que éstas tiene ante la sociedad en su diferentes esferas generando perjuicios de orden moral o patrimonial”
. En otras palabras, puede verse afectado el derecho al buen nombre cuando sin justificación o fundamento se propagan entre el público informaciones falsas o erróneas que no corresponden al concepto que se tiene del individuo, generando desconfianza y desprestigio que lo afectan en su entorno social. 

4.8.3.  Y en la Sentencia SU-458 de 2012, la Corte Constitucional señaló que la facultad de supresión, como parte integrante del habeas data, tiene una doble faz. Funciona de manera diferente frente a los distintos momentos de la administración de información personal, así:

“En una primera faceta es posible ejercer la facultad de supresión con el objeto de hacer desaparecer por completo de la base de datos, la información personal respectiva. Caso en el cual la información debe ser suprimida completamente y será imposible mantenerla o circularla, ni siquiera de forma restringida (esta es la idea original del llamado derecho al olvido).    En una segunda faceta, la facultad de supresión puede ser ejercitada con el objeto de hacer desaparecer la información que está sometida a circulación. Caso en el cual la información se suprime solo parcialmente, lo que implica todavía la posibilidad de almacenarla y de circularla, pero de forma especialmente restringida. 

Esta segunda modalidad de supresión es una alternativa para conciliar varios elementos normativos que concurren en el caso de la administración de información personal sobre antecedentes penales.   Por un lado, la supresión total de los antecedentes penales es imposible constitucional y legalmente. Ya lo vimos al referir el caso de las inhabilidades intemporales de carácter constitucional, las especiales funciones que en materia penal cumple la administración de esta información personal, así como sus usos legítimos en materia de inteligencia, ejecución de la ley y control migratorio.   En estos casos, la finalidad de la administración de esta información es constitucional y su uso, para esas específicas finalidades, está protegido además por el propio régimen del habeas data. Sin embargo, cuando la administración de la información personal relacionada con antecedentes pierde conexión con tales finalidades deja de ser necesaria para la cumplida ejecución de las mismas, y no reporta una clara utilidad constitucional; por tanto, el interés protegido en su administración pierde vigor frente al interés del titular de tal información personal. En tales casos, la circulación indiscriminada de la información, desligada de fines constitucionales precisos, con el agravante de consistir en información negativa, y con el potencial que detenta para engendrar discriminación y limitaciones no orgánicas a las libertades, habilita al sujeto concernido para que en ejercicio de su derecho al habeas data solicite la supresión relativa de la misma”   (Subrayas propias)
4.9.  DEL CASO EN CONCRETO

4.9.1. En el caso sub examine, observa la Sala que el señor Alexánder Rendón Largo acude al juez constiucional por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al habeas data, trabajo, petición y debido proceso, con fundamento en que la Procuría General de la Nación mantiene un registro de antecedentes por el proceso penal radicado No. 2002-01315 que adelantó  el entonces Juzgado 2º Penal Municipal de Pereira, por hurto calificado y agravado, al parecer en un caso de homonimia que le perjudica, toda vez que esa anotación le acarrea una inhabilidad especial para aspirar a un cargo en la Fiscalía General de la Nación. En tal virtud, solicitó que se ordenara al Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira o a quien custodie el expediente 2002-01315, delito Hurto Calificado y Agravado, condenado ALEXÁNDER RENDÓN LARGO, a informar a todas las autoridades competentes la suplantación de la que fue víctima y en consecuencia se revoque la sentencia condenatoria que existe en su contra. Así mismo, ordenar a la Procuraduría General de la Nación realice la actualización inmediata de sus antecedentes en el sistema de información SIRI. Igualmente, el accionante solicitó que se tuviera como prueba el expediente del proceso penal aludido.

4.9.2.  Por su parte, la Procuraduría General de la Nación informó que ninguna autoridad judicial a la fecha, y específicamente el Juzgado 2° Penal Municipal de Pereira, le ha comunicado que deje sin efectos jurídicos la sentencia condenatoria impuesta al señor Alexánder Rendón Largo, identificado con la CC. 94524035, o en su defecto, reporte sobre la aclaración de la plena identificación del condenado. En tal virtud, en el certificado de antecedentes disciplinarios de tipo especial se visualiza la anotación de inhabilidad especial para el desempeño de algún cargo en la Fiscalía General de la Nación.
4.9.3.  En primer lugar, debe reiterarse que el artículo 277 de la C.N. establece las funciones de la Procuraduría General de la Nación, y en especial los numerales 1º, 5º y 6º de dicha norma disponen que tiene a su cargo vigilar el cumplimiento de las decisiones judiciales y los actos administrativos, velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas, y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas. De ello se desprende la competencia que ostenta para controlar que las personas que aspiren a vincularse al servicio público o contratar con el Estado, no se encuentren incursos en algún tipo de inhabilidad.  

4.9.4  Así las cosas,  el artículo 174 de la Ley 732 de 2002 consagra:
“Artículo 174. Registro de sanciones. Las sanciones penales y disciplinarias, las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de pérdida de investidura y de las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñen funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía, deberán ser registradas en la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación, para efectos de la expedición del certificado de antecedentes.
El funcionario competente para adoptar la decisión a que se refiere el inciso anterior o para levantar la inhabilidad de que trata el parágrafo 1º del artículo 38 de este Código, deberá comunicar su contenido al Procurador General de la Nación en el formato diseñado para el efecto, una vez quede en firme la providencia o acto administrativo correspondiente.
La certificación de antecedentes deberá contener las anotaciones de providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.
Cuando se trate de nombramiento o posesión en cargos que exijan para su desempeño ausencia de antecedentes, se certificarán todas las anotaciones que figuren en el registro”.

4.9.5  La anterior norma fue objeto de revisión por parte de la Corte Constitucional y en la en sentencia de exequibilidad  Sentencia C-1066/02, se pronunció de la siguiente manera: 
“[…] En síntesis podemos afirmar que la certificación de antecedentes debe contener las providencias ejecutoriadas que hayan impuesto sanciones dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición, instantáneas. También contendrá las sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes al momento en que ella se expida, aunque hayan transcurrido más de cinco (5) años o sean inhabilidades intemporales como, por ejemplo, la prevista en el Art. 122 de la Constitución Política.

Por lo anterior, con fundamento en el principio de conservación del ordenamiento jurídico, esta corporación declarará la exequibilidad condicionada de la disposición impugnada, en el entendido de que sólo se incluirán en las certificaciones de que trata dicha disposición las providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.-
A su turno el artículo 38 del Código Único Disciplinario, señala: 

“Artículo 38. Otras inhabilidades. También constituyen inhabilidades para desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes:

1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político”. 

Debe advertirse que existen dos tipos de inhabilidades, una de carácter judicial, que es aquella impuesta al ciudadano como consecuencia de un proceso penal, lo que además de generarle un antecedente penal, igualmente le acarrea uno de índole disciplinario, el cual por mandato legal -inciso 3, artículo 174 de la Ley 734/02-, debe registrar la Procuraduría por cinco años, contados a partir de la ejecutoria de la sentencia. La segunda, de índole constitucional y legal, que se aplica para quienes pretenden ocupar un cargo público o desempeñar funciones estatales, y que se hallan consagradas en el canon 122 de la Constitución Nacional y el numeral 1°, art. 38 Ley 734/02.” (Subrayas propias)
4.9.6. De otro lado, la Ley 1581 de 2012 establece que los principios y disposiciones contenidas en ésta son aplicables a los datos personales registrados en cualquier base de datos, lo que incluye a entidades de naturaleza pública o privada y en su artículo 2º señala que el régimen de protección de datos personales que se establece en la presente ley no será de aplicación en algunas bases de datos, sin embargo, el registro de antecedentes de la Procuraduría no está contenido en tales excepciones, de modo que se puede concluir que el tratamiento del dato personal registrado en la base de datos que contiene el registro de antecedentes disciplinarios, de la cual el órgano de control es responsable, se sujeta a las normas y principios previstos en la Ley 1581 de 2012.  Al respecto, la Corte Constitucional señaló: “en ejercicio de la función de registro de los certificados disciplinarios, la Procuraduría General de la Nación tiene la obligación de garantizar el derecho al hábeas data de los ciudadanos y, en ese orden, el tratamiento de datos que realice se rige por la Ley 1581 de 2012 y por ende debe respetar el acceso, inclusión, exclusión, corrección, adición, actualización y certificación de los datos, de conformidad con los principios que regulan el proceso de administración de datos personales.”

4.9.7.  En el caso que se analiza, está demostrado: 
 (i) que en la base de datos de la Procuraduría General de la Nación figura anotación de inhabilidad especial ante la sentencia condenatoria emitida por el Juzgado 2º Penal Municipal de Pereira dentro del proceso radicado No.2002-006300, a nombre de Alexánder Rendón Largo, con cédula de ciudadanía No.94524035, 
ii) que ante la solicitud del accionante enviada a la Procuraduría General de la Nación, dicho órgano de control le respondió al actor con oficio No.5875 del 27 de diciembre de 2019 que el Juzgado 2º Penal Municipal de Pereira no había reportado decisión alguna que modificara el antecedente SIRI 2208814, relacionado con la sentencia condenatoria ejecutoriada el 08/10/2002 por el delito de hurto, por lo que se le oficiaría a dicho despacho para que aclarara tal situación.  Así mismo, la PGN expidió el oficio No.5876 del 27 de diciembre de 2019 dirigido al correo electrónico del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que aclarara la plena identificación del condenado dentro del radicado No.2002-006; 
iii) que el señor Alexánder Rendón Largo emitió un derecho de petición tendiente  que le corrigieran lo pertinente a la sentencia condenatoria aludida, el que fue inicialmente radicado en el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, siendo trasladado por competencia al  Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Conocimiento de esta ciudad y el Secretario de ese despacho lo remitió al Centro de Servicios Administrativos Judiciales SPA, pero el Director de esta dependencia, en concordancia a lo dispuesto por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda a través de Acuerdo Nº CSJRIA19-42 calendado junio 13 de 2019, a través de oficio Nº 558 calendado marzo 12 de 2020, dispuso correr traslado de esa solicitud al Juzgado Coordinador del Centro de Servicios Administrativos Judiciales SPA, despacho vinculado a este trámite constitucional y que según su respuesta al mismo, informó que el proceso radicado No. 660014004002200200063, por ser tan antiguo, debía ser desarchivado y una vez se contara con el mismo, daría respuesta completa a esta instancia en sede constitucional. 
4.9.8.  Conforme al principio de certeza o veracidad, la Procuraduría General de la Nación está obligada a manejar información veraz, es decir, los datos deben corresponder a situaciones reales y su contenido debe ser completo, exacto y actualizado. Por lo tanto, como la información registrada en la base de datos de la entidad fuera o no real, ante la reclamación del actor, estaba obligada a verificar su veracidad. Al respecto, solo se pudo establecer que dicho órgano de control requirió al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, solicitud que ha pasado por varios juzgados de esta ciudad, tal como quedó verificado dentro de las pruebas allegadas a la demanda de tutela, sin que a la fecha se tenga respuesta concreta para resolver el pedimento al señor Rendón Largo.
4.9.9. No obstante lo anterior, esta Sala considera que la inhabilidad era aplicable por parte de la Procuraduría General de la Nación según lo acreditado en la presente acción, ya no es aplicable al señor Rendón Largo, toda vez que la pena impuesta al mismo fue liberada definitivamente por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, despacho que igualmente decretó la prescripción de la pena y cuyo expediente se encuentra archivado  De tal manera, que la  inhabilidad general para ocupar cargos públicos o contratar con el Estado no debe permanecer vigente, por cuanto a la fecha han transcurrido más de 10 años contados a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia del 08/10/2002.
4.9.10.  De conformidad con lo anterior, esta Colegiatura tutelará los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre al señor Alexander Rendón Largo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.524.035, en consecuencia, se ordenará a la Procuraduría General de la Nación, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de este fallo, actualice en el sistema información SIRI No.2208814 con respecto los antecedentes que le aparecen al señor  Alexánder Rendón Largo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.524.035, procedente del Juzgado 2º Penal Municipal de Pereira.  En tal virtud, se ordena que dentro del mismo término aludido, expida el Certificado Especial de Antecedentes Disciplinarios con el fin de continuar su proceso de vinculación a la Fiscalía General de la Nación.

4.9.11.  Igualmente, se tutelará el derecho fundamental de petición al señor Alexánder Rendón Largo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.524.035, en consecuencia, se ordenará al Juzgado Coordinador del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio, Juzgado 7º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de ésta ciudad, quien tiene a cargo, por disposición del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda la guarda, custodia y administración de los procesos de la Ley 600 de 2000, como se determinó en el Acuerdo CSJRIA19-42 del 13 de junio de 2019, que responda de fondo la petición del señor Alexánder Rendón Largo con respecto a su solicitud del proceso radicado al No. No. 660014004002200200063   y que fue trasladado a ese Despacho por el Coordinador del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio, tal como lo indicó en su respuesta a esta demanda.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre al señor Alexánder Rendón Largo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.524.035.

SEGUNDO: ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de este fallo, actualice en el sistema información SIRI No.2208814 con relación a los antecedentes que le aparecen al señor Alexánder Rendón Largo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.524.035, procedente del entonces Juzgado 2º Penal Municipal de Pereira.  En tal virtud, se ordena que dentro del mismo término aludido, expida el Certificado Especial de Antecedentes Disciplinarios con el fin de continuar su proceso de vinculación a la Fiscalía General de la Nación.

TERCERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Alexánder Rendón Largo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.524.035.

CUARTO: Como consecuencia de lo anterior, se ordenará al Juzgado Coordinador del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio, Juzgado 7º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de ésta ciudad, que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído, responda de fondo la petición del señor Alexánder Rendón Largo con respecto a su solicitud del proceso radicado al No. No. 660014004002200200063, solicitud que había sido trasladada a ese Despacho por el Coordinador del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio.
QUINTO: Desvincular del presente trámite a la Policía Nacional Nacional – MEPER, a los Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, 2º y 3º Penales Municipales con Función de Conocimiento y al Coordinador del Centro de Servicios Administrativos del SPA.
SEXTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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